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tículos 707 Y 709 - de} citado Cuerpo Legal &e entendería sin
efecto en cuanto exceda de lo dispuesto en ellos y la Autoridad
JudiciaJ. Militar de quien se interesa el >embargo dará orden de
cumplimiento limitado a lo qUe establecen esos artículos y lo
comunicaré. ásí al Juzgado requirente. Y esto es lo ocurrido en

. el caso actual. En esas circunstancias, el Juez no tiene que
.dictar resolución alguna sobre el particular, pues lo que se
ha prodUCido es simplemente la aplicación de la legalidad vi­
gente.

3. Estos argumentos no resultan decisivos para declarar 10·
admisible la cuestión. Es cierto que ésta pudo plantearse en
los momentos PNlCBsales que cita le. Abogacía del Estado, pero
.el problema es, si no habiéndose suscitado entonces, puede pro­
moverse ahora y en este punto resulta aceptable, dentro de
la ya recordada flexibilldad oon que este Tribunal interpreta
los requisitos de admisibilidad de las cuestiones de inconstitu­
cionalidad, la tesis sostenida por el Ministerio Fiscal, para el
cual la resolución que el Juzgado haya de adoptar para exi­
gir el cumpllmiento de su fallo, ha d.fl precisar el apoyo de
la previa declaración de inconstitucionalidad. Para exigir ese
cumplimiento. el Juez se basa en el artículo 118 de la Cons­
titución expresamente citado en su auto, según el cual es obli·
gado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de
los Jueces y Tribunales, así como prestar la colaboración re­
querida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de
lo resuelto. Y cuando a la ejecución de lo resuelto se opone
otra autoridad invocando unos preceptos legales, que el Juez
estima contrarios a la Constitución, aquél puede plantear la
cuestión de inconstitucionalidad ante cste. Tribunal antes de
reiterar su decisión y exigir su cumplimiento, como 10 ha he­
cho en el pre.<;ente caso'. -

4. EntraJ1do' ya en el fondo de la cuestión conviene exami­
~ nar por separado los dos argumentos· expuestos en el auto que
plantea la cuestión para atacar la constitucionalidad del ar­
ticulo 707.2, en relación con el 709 del CJM. El m-gumento bá­
sico es que tales preceptos vulneran los artículos 14 y 39 de la
Constitución, el l:'rimero en cuanto establece' una discrimina­
ción en contra de las esposas de militares, frente a las que
lo son de funcionarios o empleados' civiles. En. cuanto al ar­
ticulo 39 porque como consecuencia' de lo Emterior las familias
de los militarcs se encuentran -menos protegidas que las fa­
milia::; de los civiles en casos de cns.i,s y rupturas matrimonia­
les. La violación del arUculo 14 y, en consecuencia.¡del 39, re­
sulta évidente. La de~igualdad de trató entre las esposa'S e hi­
jos de los militares que ven reducida' su pensión alimenticia a
la cuarta pattecomo máximo y las de funcionarios civiles, em­
pleados y demás ciudadanos perceptores de salErrios o sueldos,
para quienes no existe ese limite (articulo 1.451 de la '..ey de
Enjuiciamiento, último párrafo), es patente, sin que pueda adu­
cirse una causa razonable que la explique, pues la convenien­
cia de que el militM goce de independencia económica que le
permita mantener dignamente su _status.. , ha de' ser reconocida
también a los funcionarios civiles y a todos los cíudadanos.
Tampoco convence la objecióI1 de que la ley "Señale con carac­
ter preferente otros bienes antes de que se embarguen los suel­
dos o pensiones {artículo 1 447 de la Ley de Enjuiciamiento Ci­
vill, ya que se trata.de un hecho relativo a la situación patri~

monial del embargado que el Juez resolverá -en cada caso, '..anto
se trate de civiles como de militares. Y aquí el problema plan­
teado es ,la igualdad de trato entre las familias de ambos, en
el caso de que sea necesario embargar sueldos y haberes como
por decisión judicial ocurrió en el procedimiento que dio lugar
a la cuestión.

Es de señalar también que, como oportunamente recuerda el
Fiscal en su informe la limitación del embargo a los militares
referido El los a1im~ntossólo se consolidó recientemente en
nuestro Derecho. Todavía en 1970 se promovió un conflicto de
jurisdicción al amparo de la Ley de 17 de ¡ulia de 1948, ya
que el texto entonces vigente del articulo 709 de CJM Se refe­
ría sólo al embargo de haberes o sueldos de militares por causa
de delincuencia o de obligaciones no derivadas de contrato.

Sara Segunda. Recur.so de amparo número 474/1982.
Sentencia número 55/1983. de 22 de junio de 1983.

La Sala Segunda del. Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don FranCISco
Rubio Uorente, don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don· J\ntonio Truyol Serra y don Francisco Pera Ver­
daguer, Magi,strados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

La siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Rafael Domin­
guez Rometo, representado por el l?rocurador d-e los Tribunales
don Jesús Alfara Matos y bajo la direcci6n de Letrado, contra
sentencia da la Magistratura· de Trabajo número 7 de Sel7iIla.
sobre dec~aración de derecho y cantidad, y en el que han sido
partes la Compaftía .Coepart. S. A._, don Mariano Garc1a de la
Borbolla y San Juan y don José Maria Aguilar Sáenz, como de­
mandados, representados por la Proetrradora de los Tribunales
doña Rosina Montes Agusti, y bajo la dirección de Letrado y el

El Tr1bunal ordinln'io entendió que entre esas obligacionea no
se incluian 103 alimentos. Pero iniciado el conflicto, una Ley de
la Jefatura del Estado de 15 de diciembre de 1971 modificó el
precepto introdUCiendo en él la palabra -alimentos.. , zanjando
así la cuestión. Venía ésta discutida de emtiguo, pues si bien era
habitual dar una protección especial a los militares (y a los
funcionarios civiles), respecto a las deducciones de sus sueldos
por deudas u otros motivos, esta limitaci6n no se aplicabe a los
·alimentos. El Decreto-ley de 6 de diciembre de 1868 de unifi­
cación de fueros, sometió a todos los empleados públicos tin
distinción a las normas civiles ordinarias en la materia. Sólo
a partir de 1895 se restablecieron parao los militares limitaciones
respecto al embargo de sus haberes, aunque su aplicación a
las obligaciones por razón de alimentos no se hizo hasta una
Ley de 29 de junio de 1908 y aún subsistieron las duda'S que sólo
decidió tajantemente la citada Ley de 1971.

5. El otro argumento utilizado en el auto que plantea la
·cuestión es también convincente. Se basa en ..que el artículo 118
de la Constitución afirma que .es oQligado cumplir 1m sen':
tencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales,
así como prestar .la colaboración requerida por éstos en el curso
del proceso y en la ejecución de lo resuelto... No puede oponerse
a la rotunda norma constitucional que no la infringe un esque­
ma de distribución de funciones entre la Jurisdicción ordinmia
y la militar. ambas reconocidas constitucionalmente, ~n que a
la última corresponde ejecutar lo ordenado por la prr~nera. El
problema aqu1 no es determinar quién ejecuta, sino Cómo se
ejecuta. Dado que la jurisdicción militar sólo. puede operar en
el _ámbito estrictamente ·castrense.. (dejando. aparte el supuesto
de estado de .eitio, articulo 117.5 de la Constitución) es ·evidente
que las relaciones familiares y sus repercusiones económicas
son totalmente ajenas a aquel ámbito y corresponde sólo ala
jurisdicción ordinaria resolver sobre ellas, debiéndose atener
todE.s las autoridades a !o ordenado por ellas de acuerdo oon
el citado artículo 118 de la norma suprema.

6.. ·Falta establecer el alcance del fallo. Por 18'9 razones eJ:~
puestas en un principio, el fallo no pued,e abarcar más ·que el
supuesto de los alimentos entre los diversos recogidos ~n el ar­
ticulo 709 del CJM. En este punto y por los motivos expresados,
procede declarar inconstitucional la referencia a alimentos del
citerdo articulo 709 sin que sea necesario pronunciamiento algu­
no sobre el artículo 707 aplicado al caso presente s610 por re~

misión de aquél, . '
Por otra parte, y dado que la decisión de la Autoridad Mi­

litar se adoptó basándose también en el, articulo 710 del CJM
y que éste es contrario como ya Se ha dicho al. M"ticul.o 1~8 de
la Constitución, procede declararlo asimismo mconsbtuclOnal
por conexión..

PALLO

En atención. a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Declarar inconstitucional y, por tanto, nulo el artJcul.o 709
del Código de Justicia Militar, en cufmto incluye a los ahmen­
tos, as1 CC?IDO el, articulo 710 del mismo Cuerpo legal.

Publíquese en el _Boletín Oficial del Estado..,

Dada en Madrid a 21 de Junio de 1983.-Firm.ad.O: -Manuel
Garcia-Pelayo Y Alonso.-Jerónimo Arozamena SIerra.-AJ.lgel
Latorre Segura -Mfmuel Diez de Velasco Vallejo.-FrancISCo
Rubio Llorente ..:....c.loria Begué Cant6n.-Luis Diez Picazo.-Fran­
cisco Tomás y Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel
Escudcro del Corral-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera
Verdaguer.-Rubricados.

Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Antonio
Truyol Serra, quien expresa el parecer de la Sala.

ANTECEDENTES

1. Con fecha 4 de diciembre de 1982, don Jesús Al~aro Matos,
Procurador de los Tribunales, y don Rafael DomlOguez Ro­
mero, interpuso demanda de amparo cont~a la sentencia d~ la
Magistratura de Trabajo. número 7 de SeVIlla, de 15 de nOVIem­
bre de 1982 recaida en los autos 1.17011982, basándose en ;05 si­
guientes hechos y fundamentos de derecho:

al El actor, representante de IOB,trabajadores de.la.Empre­
sa -Coepart, S. A ... , y dirigente provincial del SlOdicato de
Comisiones Obreras de la -Madera y el Corcho, entabló demanda
ante la Magistratura, mediante la cual, alegando la existenciA
de comportamientos ditcriminatorios por parte de la Empresa
en virtud de su afiliación y. funciones sindicales, solicitaba se
dlctase sentencia por la que se condenara a la Empresa a cesar
ero -las discrim~naciones y prácticas antis~ndlcales Y ~l abono de
una cantidad de 42.172 pesetas, que esbmaba se le deb1811 de
conformidad & la Ordeo.1nza Laboral apUcable.

bl Seguido el juicio, el Magistrado de Trabajo dictó senten­
cia -in voce.. , con apoyo en el articulo 68 de la Ley de Procedi­
miento Laboral (LPL) , por la que. sin e~trar. a resolver sobre

•
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la5 aludidas discriminaciones, tras afirmar 9-ue «.todo proced~­
miento laboral es un procedimiento de cuantlficaC1Ón y de deli­
mitación y liquidación de cantidades_, se' lim1ta- a considerar
inaplicable el articulo n de la Ordenanza en que fundaba el
actor su demanda de cantidad, absolviendo a la Empresa d~~
mandada, y haciendo saber a las partes que contra la sentencIa
no cabia reCl.¡rso alguno.

el Sobre la base del articulo 44 de la Ley Orgá.nica del Tri-­
bunal Constitucional (en adelante LOTC) ei recurrente entiende
que dicha sentencia vulnera los articulas 14, 24 Y 28 de la Cons~
titucJón (en adelante CE), invocando, asimismo. al respecto el
articulo 1.0 de las Convenios de la Organización Internacional
del Trabajo (OITJ. números 98, 111 y 135.

d) La violación del- artículo 24 se produce, en opinión del
recurrente, por la denegación de la tutela de su derecho a no
ser 'discriminado, producida al rehusar el Magistrado expresa-.
mente un pronunetamiento sobre lo alegado. Niega toda apoya­
tura legal a la reducción a lo cuantit~tivo que hace la senten­
cia del procedimiento laboral (aduciendo los artículos 1 y 71 de
la' LPL y la jurisprudencia del Tribunal Central de Trabajo) e
indica que tal reducción significa dejar sin tutela judicial todos
los derechos laborales que no tengan carácter económico, io
que conlleva indefensión.

,e) En cuanto al articulo 14. su presunta violación, en opinión'
del ,recurrente, se da porque la sentencia na ampara el derecho
a no ser discriminado por motivos de su· participación sindical
y porque la inaplicación del precepto en que se fundaba la de­
manda. de cantidad. se origina precisamente por motivos discri~
minatorIos (como el qUe se le ordenen trabajos de: inferior ca~
tegoría con intención de humillarle y el no trabajar a destajo
o por puenta, por decisión unilateral del empresario, mientras
que el .sistema. de trabajo que rige en general en la Enlpresa es
el de trabajar por cuenta); de lo cual resulta, a su entender,
que es la propia sentencia la que consagra la discriminación y
Se funda en ella para .desestimar las peticiones económicas.

n Por último, afirma el recurrente que la sentencia impug­
nada infringe el articulo 28 de la CE '1 los informes números 11
(caso 59. párrafo 53) y 30 (caso 174, párrafo 228), y la reco­
mendación 143, etcétera, de la OIT, por cuanto no tutela el de.
recho a no ser discriminado por participación sindical, consa~
gra la discriminación y sel;lasa en ella para desestimar las pre~
tensiones económicas, no quedando salvaguardada la necesaria
independencia sindIcal frente a las injerencias empresariales en
las activJdades sindicales. El que las discriminaciones del caso
sean menores que la del despido nulo no les debe privar de
protección y -a titulo interpretativo o aclaratorio- en el su~
puesto de un cambio de las condiciones de empleo denunciado
por el representante de los trabajadores como discriminatorio.
cabe recordar que, a tenor del informe 130 de la OIT (caso nú·
mero 673, párrafo 65), la obligación de probar que el cambio
estaba justificado corresponde al empleador.

g) En consecuencia, solicita et recurrente se otorgue el am~
paro, ordenando cesen las discriminaciones de que es ·objeto y
decl~rando el derecho a percibir las cantidades solicitlldas o.
SubSIdiariamente. que se repongan los autos al momento de dic­
ta~e. sentencia, que habrá de contener decisiones sobre las dis-
cnmmaciones aducidas. - -

2, La Sección Tercera, por providencia de 2 de febrero
de 1983, acordó admitir a trámite la d!'manda. y en aplicación
del artículo 51 de la LOTe dirigirse a. la Magistratura de Tra­
balo ,número 7 de l~s de Sevilla. interesando que en un plazo
de dIez dias se remIta el testimonio de las actuaciones corres­
pondientes al procedimiento seftalado con el número 1.170/1982,
previo a este amparo, y .el emplazamiento a quienes hubiesen
sido parte en dichos autos, para. que pudieran comparecer ante
este Tribunal y en el presente proceso de amparo. Recibidas
dichas actuaciones, por providencia de 16 de marzo siguiente
se tuvo por personados a la Entidad mercantil .Coepart, So­
ciedad Anónima_, a don Mariano Carcía de la Borbolla y San
Juan y a don José Marfa Aguilar Sá.enz, y en su nombre y
representación 8 la Procuradora do"a Rosina Montes Agustf, a
la que se tuvo por parte en nombre de quienes comparece; y jE'
conformid~ con 10 dispuesto en el articulo 52 de la LOTC dar
vista por plazo, comÚn de veJnte días al Ministerio Fiscal y a
108 Procuradores don Jesús Alfara Matos y doña Rosina Montes
Agust1, en las representaciones que -respectivamente ostentan,
para que dentro del mismo pudieran presentar las alegaciones
que estimasen convenientes_o .

3. Por escrito de 29 de marzo de 1983 el Ministerio Fiscal
formuló sus alegaciones, diferenciando la denuncia del actor en
relación con la presunta vulneraMón -de 108 artículos 14 y 28.1
de la Constitución y la del articulo 24.1 de di'Cha norma run~
ds.mentai.

áJ Con respecto a los primeros, suscita la cuestión de la:
posibilidad de interponer recurso de amparo· contra presuntas
vIolaciones.' de derechos fundamentales debIdas a actos na un
particular; cuestión que, en su opinión, debe resolverse positiva­
mente con apoyo en los articulas 53.2 y 161.1, b). de la ConstiJ:u·
ción, que no diferencian entre lestones de derechos producidas
por sujetos encuadrabIes en el concepto de ..poderes públIcos- o
imputables a suretos prIvados', y en la propia JurIsprudencia

constitucional que viene postulando la Interpretación más favo­
rable a la pr~tecci6n de los derechos fundamentales y las libar·
tades públicas. En todo caso, concluye, pretendida la protección
por la vía judicial, en caso de denegación se estaría ante una.
lesión del derecho a la tutela efectiva, consagraqo en el articu·
lo 24.1 de la Constitución, que sí es protegible por el cauce del
amparo constitucional.

bl Ahora bien, en la sentencia que se impugna no consta
si tos hechos denunciados por el actor han existido en la forma

. y modo alegados en la demanda, por lo que la comprobación de
la realidad y alcance de los hechos denunciados requeriria la
práctica o. valoración de prueba que, por su propia naturaleza.
es actividad procesai ajena al recurso de amparo. Por ello, el
Ministerio Fiscal considera que no puede afirmarse la existen·
cia de vulneración de los articulas 14 y 28.1 de la Constitución.

el Solución distinta se obtiene, en su opinión, del análisis
df' la presunta vulneración del articulo 24.1 de la Constitución
Española. La negativa judicial a pronunciarse sobre las presun­
tas discriminaciones denunciadas, con apoyo en su afirmación
de que _todo procedimiento laboral es un proredimiento de
cuantificación y de delimitación y liquidación de cantidades_
carece de fundamento. pues si bien es cierto qúe la forma más
frecuente da actuación procesal es la de exigir una prestación,
caben también acciones meramente declaratfvas y constitutiVas,
no pudiendo cerrarse la via jurisdiccional a pretensiones como
las de autos, en que se denunció la violación de una norma la~

boral (y también constitucional) como es el artículo 17 del Es~

tatuto de los Trabajadores. Puesto que el actor no ha conseguido
respuesta judicial a su pretensión respecto a hechos empresa~
riales que estima discriminatorios en su empleo y atentatorios a
su libertad sindical, se ha vulnerado el principio en virtud del
cual toda persona tiene el derecho a obtener la tutela efectiva
de los Jueces y Tribunales. consagrado en el articulo 24.1 de la
Constitución Española.

4. El 4 de abril de 1983 presentó escrito de alegaciones la
Procuradora doña Rosina Montes AgusU, en nombre y "epre~
seotación de «Coepart, S. A.,., y de don Mariano Carcfa de
la Borbolla y don José María AguiJar Sáenz, Interventores ju~
diciales en el procedimiento de suspensión de pagos de la En~

tidad indicada. ' "

al La demanda 'ni",ga la condición de trabajádor de la Em­
presa del recurrente, pues cuando éste interpuso demanda de
conciliación ante el InStituto de Mediación, Arbitrai~ y Conci­
liación, el dia 5 de agosto de 1982, en el conflicto que da origen
al presente amparo, había sido objeto'de despido ya en fecha
30 de julio de 1982;' despido que fue confirmado como procedente
por sentencia de la Magistratura de Trabajo numero 7 de Sevi·
Ua, de 11 de, noviembre de 1982. Se rechaza seguidamente ,a ve·
racidad de fas afirmaciones del demandante sobre las presuntas
discriminaciones motivadas por su calidad de representante sin­
dical y se destaca la incongruencia ,que supone que el actor
rE:clame una cantidad presuntamente debida por un sistema de
trabajo que él mismo declara no realizado.

bl En cuanto al fondo del asunto, la demandada alega la
corrección de la sentencia de Magistratura por cuanto el actol'
procedió a acumular en una misma demanda pretenstones de~

clarativas y de condena lo que. en su opinión, no resultA admi~

sible, pues se requeririan procedimiento~.distintos. Igualmente
se alega la extemporaneidad en la reclamación de las supuestas
discriminaciones, contra las que no reaccionó en su momento,
haciéndolo, con posterioridad a su despido y a propósito de· ma~
teria distinta, como es la reclamación de cantidad en función
del sistema de trabajo existente en la Empresa ':1 que no segufa
el actor por su propia voluntad, pues, junto con otros trabaja­
dores, impugnó ante la autoridad laboral dJcho sistema.

Por todo ello, concluye solicitando'se desestime íntegramente
el amparo y se condene en costas al recurrente.

5. Por su parte. - el demandante, en es¡;:rito de 4 de abril
de 1983, se limita a reiterar su argumentación inicial, insistiendo
en el carácter diScriminatorio de los hechos que motivaron la
demanda, que, en virtud del carácter dEl representante sindical,
deben presumirse, salvo prueba en contrario, que no fue Inten­
tada por la Empresa deníandada, y en la consiguiente inconsti~

tucibnalidad de la sentencia de Magistratura_ que se fundamenta
para desestimar la pretensión en _hechos discriminatC?rios' y por
tanto nulos.

6. La Sala, en reunión de 20 de abril de 1983: acordó deslg~
nar Ponente al Magistrado excelentísimo señor don AntonIo Tru·
yol Serra y fijar para deliberación y votación el dia 25 de ma.yo,
quedando concluida el dfa 15 de los corrienlés.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. De lo·s tres arUculos de la CE cuya vulneración por la
sentencia ..in voce. Impugnada denuncia el demandante, a 88·
ber, los articulos 14, 24.1 Y 28.1, el primero, relativo al principio
de igualdad', no puede considerarse, infringido directamente, por
cuanto la infracción, de existir, serfa producto de las supuestas
discriminaciones perturbaderas del ejercIcio del derecho a_ la
libertad sindical reconocido en el articulo 28.1. La reclamación
del actor en el proceso laboral del que trae origen el presente
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recurso se sitúa desde un'principio en -el ámbito del artiC\J.lo 28.1,
pues los actos de la Empresa "Coepart, S. A.~, contra los que
se dirigía -a saber, cambios constantes de puesto' de trabajo, o
que se le encomendaran tareas impropias de su categoría y no
se le permitiera trabajar a dpstajo o por cuenta- son, por su
filiación sindical. especificamente contrarios a la libertad sin­
dical. y,más teniendo en cuenta la condición de representante
de los trabajadores en la Empr:esa y dirigente provincial del
Sindicato de Comisiones Obreras de la Madera y el Corcho, que
era la del demandante. Si bien éste, en el mencionado pr9CeSQ
laboral, pedia el abono de una cantidad por parte de la Empre­
S8, esta petición iba unida a la de que se condenase a la Em·
presa a cesar en las discriminaciones y prácticas antisindicales,
y se basaba cabalmente en que no habib podido percibir esta
cantidad debido al comportamiento discriminatorio antes seña-

-lado, consistente en que no se le permitió trabajar a destajo o
por cuenta, como en general a los demás trabajadores. La des­
igualdad de tl'ato por parte de la Empresa, dada la afiliación y
funciones sindicales del recurrente se configura, pues, como
contraria no tanto al principio general de igualdad contem­
plado en el articulo 14 de la CE cuanto al ejercicio del derecho
de libertad sindical en el seno de la Empresa, tutelado por el
articulo 28.1 de. aquélla.

2. Es cierto que la supuesta vulneración del artículo 28.1
de la CE por parte de la Empresa tiene aqui como único apoyo
las declaraciones del recurrente, que la Empresa contradice. La
8E"ntencia impugnada, por su parte, se limitó a desestimar la
demanda del hoy recurrente en lo que se refiere a la cantidad
por él reclamada, basándose en "su propio reconocimiento ex­
preso en este juicio de la falta de presupuesto fáctico necesa­
rio de su dedicación labo.ral a prima destajo o' tarea., Admite,
desde luego, la decisión· ¡udicia! la peculiar condición del tra­
bajo realizado por el recurr~nte, pero no la califica de discri~
millB.toria, por negarse expresamente a .entrar a resolver sobre
la certeza de esas aludidas ,discriminaciones" y a .incorporar
pronunciamiento alguno sobre las mismas". Ahora bien, en esta
actitud de la sentencia reside cabalmente la clave para dar res­
puesta a la pregunta de si ha incurrido o no en violación de
los articulas 14.1 y 28.1 de la Constitución. Se trata, en· efecto.
de averiguar si,la decisión del Magistrado de Trabajo de no pro~

nunciarse acerca d~ las d~scrimlnactones alegadas por;. el actor
ha produc~do un~ denegac~ón de tutela J}lrisdiccional, "tue a su
vez ha dejado S10 proteCCIón el derechp a la libertad sindical
del recurrente.

3, A esta_ doble pregunta debe contestarse por aepronto
en el sentido de que la alegación del demandaiIte basada en ei
articulo 24.1 de la CE está justificada. Si el derecho a la tutela
efectiva de los Jueces y Tribunales que dicha disposición garan·
tiza incluye, como ha reiterado una y otra vez este Tribunal el
derecho a obtener una resolución 1undadaen derecho y que'-dé
una respuesta 4 lo que la acción plantea, 1ndependientemente
de que dicha respuesta sea ffJ.vorable o adversa, es evidente que
esta. tutela no Se ha visto, en el presente caso,debidamente
&tendida por la sentencia impugnada. Por lo que acabamos de
decir, él qUe la decisión del Magistrado de Trabajo haya sido
desfavorable para el actor no seria relevante a los efectos del
amparo si resultara de un anlLlisis de los hechos alegados y
probados. Y es obvio que no es asi, por cuanto se niega expre­
samente a pronunciarse sobre las discriminaciones de indole
sindical que el actor achaca a la Empresa. El Magistrado es deL
parecer que ·todo procedimiento laboral es un procedimiento de
cuantificaci6n y de delimitación y liquidación de ·cantidades" y­
por ello entiende que .sin entrar a resolver sobre la certéza
dA e~as ~ludidas discriminaciones, no se puedfl inrorporar pro­
DUnClamJento ·alguno sobre las mismas", De ahí también que
reduzca el contenido del juicio a la determinación de la can·
tidad liquida reclamada por e~ actor a la Empresa, siendo así
que en la tesis del actor. preCIsamente la existencia misma de
una deuda de la Empresa al hoy recurrente dependla de que
8e diesen discriminaciones como las señaladas por el actor, y en
partIcular de que -éste no hubiera trabajado a destajo o por
cuenta por· imposición unilateral del empresarlo~ En este sentido
puede decir el recurrente que la propIa sentencia consagra la
supuesta actitud discriminatoria. ..

•. Por lo qUe se refJere a la vulneración del articulo 28.1 de
la CE, hemos visto que el recurrente se basa, para afirmarla,
en que la sentencia impugnada no ha tutelado su -derecho a no
ser discl'lminado por participación sindical, ni tampoco ha. sal~
vaguardado la neces~ria independencia de acción frente a las
injerencias empresariales en las actividades sindicales. Ya he­
mos sefialado que la Empresa se expresó en términos opuestos.
Ante esta situación hemos de tener en cuenta dos posibilidades.
Consiste la primera en que, al no aparecer en la resolución ju­
dicial impugnada elementos suficientes que permitan dilucidar
claramente la cuestión, a tenor del articulo 44.1, b). de la LOTC,
que nos impide entrar en los hechos, cabría que nos abstuvié­
ramos de emitir un juicio al respecto, declarando infringido úni-

- camente el articulo 24.1 de la CE y remitirnos a la virtualidad
procesal de tal declaración.

&. Pero por otra parte surge la pregunta da si es posible
declarar, a pesar de· ello, la violación taI1\bién del articulo 28.1;
Suscita ciertamente el.Ministerio Fiscal la cuestión de si, cuan­
do las presuntas violaciones de derechos fundamentales son de~

bidas, como en el presente caso, aun particular, cabe recurso
de amparo para su protección. Entiende esta Sala que cuando

SF!ha pretendido judicialmente la corrección de los efectos de
tina lesión de tales derechos y la sentencia no ha entrado a co­
nocerla, tras la correspondiente averiguación de su existencia
previo el análisis de los hechos. denunciados; es la sentencia :a
que entonces vulnera el derecho fundamental en cuestión. Si,
pues, al no haber dado reSpllesta la sentencia impugnada a lo
que la. acción del demandante planteaba, el órgano que la dictó
incurrió sin J;llás, como vimos, en viQ1ación del articulo 24.1, la
circunstancia de que el derecho nó atendido sea un derecho
fundamental lleva consigo a su vez la conculcación del artículo
que lo reconoce (a-quí ~ 28.1).

EJ;I el presente caso, la sentencia .in voce.. tenia que pro­
nunciarse sobre las alegaciones del demandante acerca de la
discriJ!linación de que se decia objeto por parte de la Empresa
en el plano sindical, y al no haber querido entrar en ellas con­
culca el artículo 2B.1de la Constitución, Podemos asi otorgar
el amparo en este punto porque el Juez no se pronunció sobre
In supuesta infracción por la Empresa del derecho de libertad
sindical. Y debió pronunciarse aquf especialmente, según ya
hemos apuntado, por el .status.. sindical del recurrente. Por­
que si bien es obvio, como tuvo ocasión de subrayar este Tri­
bunal en su sentencia 38/H181. de 23 de noviembre (.Boletín Ofi­
cial del Estado.. número 305, d-e 22 de diciembre), en el recurso
de amparo 189/1981, que .la protección frente a los actos de dis­
criminación, vedados por el arUculo 28.1 de la Constitución en
Ir) que es Propio· de la libertad sindical, alcanza subjetivamente
a todos los trabajadores", es lógico que _respecto de los cuali~
ficados .por su caré.cter de representantes adquiera la protec­
ción un especial reforzamiento" (fundamento jurídico 6), dlLn­
dose ev.entualmente la posibilidad de haberse aplicado aqui el
principio, sentado asimismo en dicha sentencia con relación al
despido (fundamento juridico 3) ) de que la carga de la prueba
de quena hay discriminación en las medIdas adoptadas con res­
pecto al trabajador en esta situación corresponde al empresario.

6. La caUSa de la decisión del Magistrado de no entrar a
resolver sobre la certeza de las aludidas discriminaciones obe­
dece a "Su concepCión del objeto del, proceso laboral, que a su
juicIo se limita, como hemos visto, a una cuantificación y a una
delimitación y liquidación de cantidades. Tanto el demandante
como el Ministerio Fiscal _se oponen con razón a esta reducción,
que no autoriza el articulo 1.0 de la LPL, al fijar la competencia
de J08 ..órganos 1udiciales del orden social_, ni el 71 de la misma
normativa, que en su ptuTafo 4.° admite expresamente las accio­
nes de col1dena .a la ejecución o abstención de actos o hechos
determinados". A tenor de estas disposiciones no puede cerrarse
la via Junsdiccional a pretensiones como las de autos.

Por otra parte, si se analiza la demanda del trabajador ante
la jurisdicción laboral se advierte, como ya hemos puesto de
manifiesto, qUe su pretensión fundamental es cabalmente la que
atafte a su discriminación por parte de la Empresa, _no· siendo
la reclama.c1ón de cantidad sino resultante de la discriminaci4n
antisindical de la que se dice víctima. De ah! _que un pronun­
ciamiento del· Juez sobre la efectividad de dicho trato fuera
presupuesto necesano p8J18. la solución a dar a la reclamación
de cantidad, y al propio tiempo ocasión propicia para corregir el
eventual comportamiento discriminatorio en violación del artícu'"
lo -28.1 de la CE, corrección que hiciera Innecesario el recurso
de amparu ante este Tribunal. Hay que sedalar al respecto que,
no contemplando la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protec­
ción jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona
la jurisdicción laboral para la protección de éstos;- y extendién­
dose la protección jurisdiccional del articulo 53.2 de la CE a
todos _los derechos y l1bertades reconocidos en el artículo 14 y
la sección primera' del ,capitulo n, es doctrina de este Tribunal
q.ue el cauce natural de dicha protección en la jurisdicción ordi­
nariaes el procediInIento laboral. Con esta -acclón integradora
con respecto a la mencionada Ley 62/1978,el proceso laboral se
convierte también en proceso de protección Jurisdiccional de los
derechos laborales de carácter fundamental, y la denegación de
tutela producida en casos como el presente viola tanto el articu­
lo 24 de la CE como el 28, que resulta desprotegido en la via
ludicia.l.

FALLO

En atención 8" tódo 10 expuesto, el Tribunál Constitucional,
POR LA AUTORJDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCJON
DE LA NAClON ESPAJ<lOLA. •

Ha decidido,

1.l! Otorgar el amparo soltcitado por don -Rafael Dominguez
Romero en lo que se refiere al derecho a la tutela efectiva de
los Jueces y Tribunales consagrado en el articulo 24.1 y al dere­
cho de libertad sindical reconocido en .el articulo 28.1, ambos de
la Constitución, --

2,° .AD.ular la sentencia de la Magistratura de Trabajo n'O.me­
ro 7 de Sevilla en autos 1.17tV1982, debiendo reponerse las actua....
c10nes en momento adecuado para dictar otra que se pronuncie
sobre la pretensión -del recurrente respecto a las discrimInaciones
alegadas.

Madrid, 22 de tunio d.e 1985.-Jerónimo Arozamena- Sierra,­
Francisco Rubio Uorente,-Luis Diez Picazo.-FrancIsoo TomlLs
y Val1ente.-Antonio Truyol Sarra.-Francisco Pera Verdaguer.-
(Firmados y rubricados), -


